
INADMISIBILIDAD DEL RECURSO/ Omisión en señalar los reparos concretos frente a la sentencia apelada 

“(…) cuando se habla de `reparos concretos´ debe entenderse la manifestación del recurrente que pone de relieve aquellos aspectos de la parte resolutiva de la sentencia en los que considera que el juez se equivocó, o la expresión concreta de la inconformidad con la providencia impugnada. Y es claro que en este caso no se cumplió ese cometido, porque ninguna réplica se formuló, que permita dirigir la visión del tribunal en tal o cual sentido con el fin de escuchar la sustentación, lo que ha debido manifestarse, se insiste, ante el funcionario de primera instancia en el momento de presentar el recurso.”
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Se encuentra a despacho la acción popular promovida por Andrés Mauricio Arboleda, coadyuvada por Javier Elías Arias Idárraga, frente al Banco BBVA COLOMBIA, sucursal “Ciudad Victoria”, para decidir sobre la admisibilidad del recurso de apelación interpuesto por el actor contra la sentencia proferida el pasado 8 de febrero por el Juzgado Tercero Civil del Circuito de esta ciudad. 





Efectuado el examen preliminar que ordena el artículo 325 del Código General del Proceso
, encuentra esta Sala Unitaria que en el trámite surtido en la concesión de la apelación existe una irregularidad, que hace que no se pueda dar curso a la alzada, la cual pasa a explicarse:

En primer lugar es preciso decir que la persona que apeló la sentencia fue el coadyuvante en la presente acción, señor Arias Idárraga, el cual fue reconocido como tal en la sentencia
, y por lo mismo se encuentra perfectamente legitimado para presentar el recurso dado que según lo indica el inciso 2º del artículo 71 del Código General del Proceso, aplicable al presente asunto por disposición del artículo 37 de la Ley 472 de 1998, “El coadyuvante tomará el proceso en el estado en que se encuentre en el momento de su intervención y podrá efectuar los actos procesales permitidos a la parte que ayuda, en cuanto no estén en oposición con los de esta y no impliquen disposición del derecho en litigio”, lo que indica que está facultado para interponer el recurso, pues se trata de un acto procesal que busca proteger un derecho colectivo, posición que está acorde con lo expuesto por el Consejo de Estado que sobre el punto ha dicho:

“A diferencia del proceso civil el coadyuvante en acciones populares no tiene la carga de aducir los medios de prueba que acrediten el interés que tiene para intervenir en el proceso, vale decir, acreditar la existencia de la relación sustancial que sólo es exigida por el artículo 52 del CPC, pero no por la ley 472. Lo anterior, sin embargo, no significa que como el interés jurídico que mueve tanto al actor como a su coadyuvante no es otro que la defensa de lo colectivo, éste último pueda establecer a su criterio una nueva demanda con pretensiones y derechos distintos a los planteados por el escrito de demanda, pues ello no consultaría la finalidad de la coadyuvancia, perfilada justamente para contribuir, asistir o ayudar a la consecución de la defensa de los derechos colectivos invocados por el actor y no para formular su propia demanda, como que su legitimación también es limitada en acciones colectivas. Las facultades del coadyuvante también en estas acciones constitucionales se contraen, entonces, a efectuar los actos procesales permitidos a la parte que ayuda, toda vez que no se trata de un sustituto procesal que actúa a nombre propio, sino un interviniente secundario y como parte accesoria, como certeramente apunta el profesor Devis Echandía, no puede hacer valer una pretensión diversa en el juicio. De ahí que tratándose del coadyuvante en lo activo, éste pueda en su escrito reforzar los argumentos presentados en la demanda, para lo cual -por supuesto- podrá pedir la práctica de pruebas, participar en su recepción, proponer recusaciones, interponer recursos, discutir los alegatos de la parte contraria etc.”





Dictada la sentencia de primera instancia el 8 de febrero del presente año, el 9 siguiente el coadyuvante procedió a impugnar el fallo
 y como sustento simplemente expuso que “…solicitó se ampare la acción…” ; no indicó motivo alguno de inconformidad concreta con el fallo, tal como lo dispone el numeral 3º del artículo 322 del Código General del Proceso, que en su parte pertinente dice:





“Cuando se apele una sentencia, el apelante, al momento de interponer el recurso en la audiencia, si hubiere sido proferida en ella, o dentro de los tres (3) días siguientes a su finalización o a la notificación de la que hubiere sido dictada por fuera de audiencia, deberá precisar, de manera breve, los reparos concretos que le hace a la decisión, sobre los cuales versará la sustentación que hará ante el superior.”





De lo cual se puede extractar fácilmente que esa carga procesal asignada al recurrente, hoy por hoy debe cumplirse a cabalidad, y de una manera tal que permita al juez tener claridad y certeza sobre lo que es motivo puntual de disentimiento y es con base en esos particulares reparos que procederá a sustentar el recurrente la alzada ante el superior, carga inicial que no verificó el aquí apelante.
Y no se diga que la petición que a continuación se hace en el mismo escrito solicitando unas pruebas son suficientes para dar por satisfecha esa carga, porque la verdad es que allí nada se expone de manera puntual sobre los reparos que se hacen frente a los argumentos del despacho para negar el amparo al derecho colectivo deprecado, sin que se conozca, además, cuál es el fin que persigue con esa solicitud probatoria. 
Es que, cuando se habla de “reparos concretos” debe entenderse la manifestación del recurrente que pone de relieve aquellos aspectos de la parte resolutiva de la sentencia en los que considera que el juez se equivocó, o la expresión concreta de la inconformidad con la providencia impugnada. Y es claro que en este caso no se cumplió ese cometido, porque ninguna réplica se formuló, que permita dirigir la visión del tribunal en tal o cual sentido con el fin de escuchar la sustentación, lo que ha debido manifestarse, se insiste, ante el funcionario de primera instancia en el momento de presentar el recurso.

Ahora bien, un recurso de apelación está regido por unas fases como la interposición, la concesión, la admisión, la sustentación y la resolución. Las dos primeras, en el caso de las sentencias, se cumplen ante el juez de primera instancia; es decir, ante él se interpone y él lo concede; pero para que esto último ocurra, se deben cumplir unos requisitos: que la providencia sea susceptible del mismo, que lo proponga quien tenga capacidad y legitimación, que se recurra oportunamente y se cumplan las cargas procesales, entre las cuales cabe contar ahora el señalamiento de los reparos concretos que se deben hacer ante el funcionario de conocimiento, según se viene analizando. Si tal cometido no se cumple, al juez le incumbe, como señala el inciso cuarto del numeral 3 del artículo 322 del C.G.P. declarar desierto el recurso de apelación. Pero si, a pesar de tal falencia, concede la alzada, lo propio es, dentro del examen preliminar anunciado, verificar que todos esos presupuestos se satisfagan, pues de no ser así, al juez de segundo grado le corresponde declararlo inadmisible, que es como aquí se procederá. 
DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, esta Sala Unitaria Civil-Familia del Tribunal Superior de Pereira, declara INADMISIBLE el recurso de apelación interpuesto por el coadyuvante, señor Javier Elías Arias Idárraga, en esta acción popular que se promovió contra el banco BBVA COLOMBIA.
Notifíquese.

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO





Magistrado
� Artículo 37º.- “Recurso de Apelación. El recurso de apelación procederá contra la sentencia que se dicte en primera instancia, en la forma y oportunidad señalada en el Código de Procedimiento Civil,”   Artículo 44º.- “Aspectos no Regulados. En los procesos por acciones populares se aplicarán las disposiciones del Código de Procedimiento Civil y del Código Contencioso Administrativo dependiendo de la jurisdicción que le corresponda, en los aspectos no regulados en la presente Ley, mientras no se oponga a la naturaleza y a la finalidad de tales acciones.”


� Fl. 107, C. 1


� Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Consejera ponente: Ruth Stella Correa Palacio. Expediente No. 25000-23-27-000-2004-00888-01(AP).


� Fl. 109, C. 1






